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SEGURIDAD SOCIAL / PENSIÓN DE INVALIDEZ / INDEBIDA INTEGRACIÓN DE LA LITIS / SE DECRETA NULIAD DE LO ACTUADO EN PRIMERA INSTANCIA / “Atendiendo las pretensiones del accionante, y como se dijo arriba, evidencia la Sala que las decisiones que aquí se tomen están relacionadas con la decisión que tomó inicialmente la Junta Regional de Calificación de Invalidez mediante Dictamen No. 0050-2015 del 5 de febrero de 2015, en el que se le dictamino una pérdida de 37.05%, sin embargo, la Juez de primera instancia omitió vincular a dicha Junta dentro del presente trámite; aunado a ello, manifestó el accionante en el momento en que rindió declaración ante ese Despacho que está siendo asesorado por un abogado, el Dr. Luis Carlos Castro Torres, y señaló que no tiene conocimiento acerca de qué otras actuaciones ha realizado el mismo en ese sentido, tampoco sabe si en su nombre ha interpuesto alguna otra acción de tutela con el mismo fin, por lo tanto es imprescindible la vinculación del mismo para que dé cuenta de los trámites que al respecto ha realizado. 

En vista de lo dicho, cabe señalar que de llegarse a revocar en esta instancia la decisión de la A-quo, emitiendo órdenes que deban ser cumplidas por parte de dicha Junta Regional de Calificación, sin tener certeza de las diligencias llevadas a cabo por la misma para este preciso caso, y sin permitírsele controvertir los dichos planteados por el accionante, se incurriría en una vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa, por cuanto no se integró en debida forma a la litis.”
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor DANILO VÁSQUEZ ZULUAGA, accionante dentro del presente asunto, contra la decisión tomada por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad el 13 de septiembre del año que avanza, mediante la cual declaró la improcedencia de la acción de tutela instaurada por él contra la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ y COLPENSIONES. 

ANTECEDENTES:

El señor Danilo interpuso acción de tutela al considerar vulnerados sus derechos a la seguridad social, mínimo vital, dignidad humana, debido proceso y estabilidad laboral reforzada; los hechos que planteó en su escrito se pueden relacionar así: 
· Se encuentra vinculado al Sistema General de Seguridad Social en la EPSS CAFESALUD y la Administradora de Pensiones COLPENSIONES, como trabajador dependiente.

· Es padre cabeza de familia, de él dependen económicamente su cónyuge e hija, quien en la actualidad se encuentra cursando estudios universitarios.
· Se desempeñaba como conductor de transporte colectivo urbano, pero desde el 15 de enero del 2014 hasta la fecha se encuentra incapacitado. 
· Sufre patologías degenerativas de origen común; fue valorado por el medico laboral de la AFP, y mediante dictamen No. 201479122FF del 18 de noviembre del 2014, se le determinó pérdida de capacidad del 22.69% de origen común.
· Mediante dictamen No. 0050-2015 del 60/06/2015 (Sic), emitido por La Junta Nacional de Calificación de Pérdida de Capacidad Laboral, determinaron una pérdida del 37.05% de origen común, pero allí solo calificaron “degeneración de disco invertebral, hernia umbilical, HTA, trastorno de adaptación”; contra ese dictamen presentó recurso de apelación, en el que argumentó que no se habían tenido en cuenta el total de las patologías, entre otros, el concepto emitido por el especialista de Neurología, en el que señaló “…secuelas orgánicas sin posibilidad de cura. Por lo anterior no está en condiciones de realizar actividad laboral alguno de forma total y permanente”.

· Estando a la espera de la resolución del recurso de apelación, sufrió un “infarto del tallo cerebral”, que le dejó como secuela “hemiparesia del lado derecho”, la cual se encuentra documentada en su historia clínica. 
· Señaló que presenta un grave deterioro físico y psicológico, que se pueden evidenciar en dentro del historial clínico.
· La Junta Regional de Calificación (Sic) resolvió el recurso de apelación a través del Dictamen No. 10.105.256 del 13 de junio de 2016, teniendo en cuenta el Decreto 917 de 1999, en vez el 1507 de 2014 (nuevo manual de Calificación de Invalidez), que es más favorable para sus pretensiones. 

· Reiteró que la única profesión que posee es como conductor de bus urbano, pero en sus actuales condiciones físicas y psicológicas, no va a poder conducir ningún tipo de vehículo otra vez, por lo que se pierden sus expectativas de trabajo, y lo dejan a él y a su familia ante la dependencia de la caridad de terceros y familiares. 
· Además de todo lo dicho, ni COLPENSIONES ni la EPS le han pagado sus incapacidades, afectando así su entorno familiar. 
Con fundamento en lo anterior, solicitó que se le protejan los derechos fundamentales invocados por él, y como consecuencia de ello, ordenar a la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, emitir un nuevo dictamen, en el cual se le determine el porcentaje de pérdida de capacidad laboral, teniendo en cuenta todas sus patologías y en aplicación del Decreto 1507 de 2014, o subsidiariamente, ordenar a COLPENSIONES realizar una nueva calificación, pues padece nuevas patologías que han contribuido al deterioro de su salud. 
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA 
1. Admisión: 

El Juzgado avocó el conocimiento de la presente actuación mediante auto del 2 de septiembre, en el cual se dispuso correr traslado a la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, y a las GERENCIAS NACIONALES DE RECONOCIMIENTO y de DEFENSA JUDICIAL de COLPENSIONES. 

Posteriormente, se dispuso la vinculación de la EPSS CAFESALUD para que se pronunciara frente al tema del pago de las incapacidades a las que hizo relación el accionante en su escrito. 

Por último, el 12 de septiembre se ordenó llamar al accionante para rendir declaración sobre la acción de tutela.

2. Declaración:
El señor Danilo Vásquez se presentó en el Despacho de conocimiento para rendir declaración, los hechos establecidos en dicha diligencia se pueden sintetizar así:  

En la actualidad se encuentra vinculado laboralmente a la empresa de transporte “Perla del Otún”, la cual está pagando las cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social, bajo el salario mínimo vigente.

En lo atinente al pago de incapacidades a las que hizo referencia en su escrito, manifestó que el último abono por ese concepto fue por un valor aproximado de tres millones trescientos mil pesos, el 11 de noviembre de 2015, y a la fecha continúa incapacitado. El Despacho le preguntó si ha presentado otra acción de tutela para reclamar el pago de dichas incapacidades, a lo que contestó que sí, y aportó copia de dos sentencias, procedentes de los Juzgados Primero de Familia y Sexto Civil Municipal; ahora, en cuanto a las incapacidades generadas posteriormente manifestó que no tiene conocimiento si el abogado que contrató, Dr. Luis Carlos Castro Torres ha presentado otras acciones de tutela, pero lo reclamado en esta acción es una nueva calificación por parte de la Junta Nacional. 
Durante los días que no ha recibido el pago de las incapacidades, su hijo lo ha auxiliado, pues le da cien mil pesos semanales y le ayuda a pagar los servicios públicos; no tiene que pagar arriendo pues tiene casa propia; además su hermana también le ayuda eventualmente con dinero, ropa, o medicamentos cuando la EPS no los tiene. 

3. Respuesta de las entidades accionadas: 
A pesar de que se notificaron en debida forma no hubo pronunciamiento dentro del término otorgado para ello. 
Sin embargo, la Sala Cuarta de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez allegó una respuesta extemporánea al trámite, en la que manifestó que esa entidad emitió dictamen del accionante el 13 de junio del presente año, en el que se determinó que presenta en el diagnóstico “Otras Degeneraciones De Disco Invertebral, Hernia Umbilical Sin Obstrucción Ni Gangrena, Hipertensión Esencial (Primaria), Otros Trastornos Especificados de Discos, Invertebrales Trastorno De Adaptación, Secuelas Infarto Cerebro Vascular, Presbiacusia Y Disminución Agudeza Visual Que Corrige A 20/20”, con origen común y una pérdida de capacidad laboral de 40.11%, conforme al Decreto 1352 de 2013 y el Manual Único de Calificación de Invalidez. 
Indicó que no ha vulnerado ningún derecho fundamental del accionante, por cuanto ha tenido todas las instancias, primero llegó a la Junta Regional de Calificación y posteriormente a esa Nacional, en la cual se resuelve solamente sobre lo que se ha controvertido, con base en la historia clínica y demás documentos aportados en ese momento, los cuales son revisados y analizados por esa Junta, otra cosa es que el paciente no esté de acuerdo con el dictamen o no lo entienda. 

En cuanto a lo solicitado por el accionante, acerca de emitir un nuevo dictamen, manifestó que ello no es posible por cuanto el dictamen emitido por esa Junta ya adquirió firmeza y la única manera de debatirlo es mediante la jurisdicción ordinaria laboral, conforme a los artículos 44 y 45 del Decreto 1352 de 2013.    
4. Sentencia: 

Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, el Juzgado de conocimiento resolvió mediante fallo del 13 de septiembre, declarar la improcedencia de acción de tutela, decisión que estuvo fundamentada básicamente en que existe otro mecanismo de defensa judicial al que puede acudir el actor, esto es, bajo los parámetros del artículo 40 del Decreto 2463 de 2001 corresponde a la justicia laboral.
Tampoco se demostró la ocurrencia de un perjuicio irremediable, pues hasta la fecha el accionante se encuentra vinculado a la empresa Transporte Perla del Otún, y su empleador le ha garantizado el pago de las cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social, además, cuenta con la ayuda económica que le brinda su hijo, reside en una vivienda propia y cuenta con un eventual apoyo de su hermana.
En lo que atinente a las incapacidades que se encuentran sin pagar, ya hubo un pronunciamiento al respecto por parte de otro Juez constitucional. 
5. Impugnación: 
El accionante presentó escrito el 21 de septiembre, mediante el cual impugnó la decisión de instancia, señalando que la finalidad de la acción de tutela es proteger derechos fundamentales cuando resulten vulnerados o amenazados, tal como a su parecer ocurre en el presente caso, pues padece varias patologías degenerativas e incapacitantes que le impiden trabajar, lo que se traduce en la imposibilidad de vivir en condiciones dignas y de igualdad frente a las demás personas. Mencionó que el porcentaje de pérdida de capacidad laboral que tiene no le permite trabajar, y no se puede reintegrar a la empresa pues no hay un puesto que pueda desempeñar.
Con todo lo anterior se le está vulnerado su subsistencia y dignidad humana, pues al vivir de la caridad de su familia y terceros se le ha llevado casi a un estado de mendicidad. 
Además, en el Dictamen No. 10.105.256 del 13 de junio de 2016, no se dio aplicación al nuevo manual de calificación de invalidez, que resulta más favorable para sus pretensiones.
Refirió que no se le están pagando las incapacidades que se le han generado, pues el empleador argumenta que no le corresponde el pago de salarios al encontrarse incapacitado, la EPS le indica que ya superó los 181 días de incapacidad, y Colpensiones por su parte dice que ya fue calificado y no tiene derechos por resolver. 
Por último, indicó que no es posible hacer uso de los mecanismos de ley, pues esto ocasionaría que se demore más, lo que le acarrearía un daño mayor, pues actualmente no poseo ingresos de ninguna clase.
Solicitó que se revoque el fallo de primera instancia y en cambio se le tutelen sus derechos fundamentales invocados en la presente acción.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

Le correspondería determinar a esta Corporación, si en el presente caso la tutela resulta ser el mecanismo judicial idóneo para ordenar a la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, emitir un nuevo dictamen de pérdida de capacidad laboral del señor Danilo Vásquez, u ordenar a COLPENSIONES realizar una nueva calificación, si no fuera porque en el presente asunto se avizora una situación que impide la realización de tal estudio y conlleva a una declaratoria de nulidad de lo actuado. 

Visto lo obrante en el expediente se tiene que el actor actualmente se encuentra realizando los trámites para la obtención de su pensión de invalidez, para ello requiere dar solución a lo que tiene que ver con los dictámenes de pérdida de capacidad laboral que fueron emitidos por parte de las Juntas Regional y Nacional de Calificación de Invalidez, en primera y segunda instancia respectivamente, y de los cuales difiere, al punto de verse motivado a interponer la presente acción de tutela.
Atendiendo las pretensiones del accionante, y como se dijo arriba, evidencia la Sala que las decisiones que aquí se tomen están relacionadas con la decisión que tomó inicialmente la Junta Regional de Calificación de Invalidez mediante Dictamen No. 0050-2015 del 5 de febrero de 2015, en el que se le dictamino una pérdida de 37.05%, sin embargo, la Juez de primera instancia omitió vincular a dicha Junta dentro del presente trámite; aunado a ello, manifestó el accionante en el momento en que rindió declaración ante ese Despacho que está siendo asesorado por un abogado, el Dr. Luis Carlos Castro Torres, y señaló que no tiene conocimiento acerca de qué otras actuaciones ha realizado el mismo en ese sentido, tampoco sabe si en su nombre ha interpuesto alguna otra acción de tutela con el mismo fin, por lo tanto es imprescindible la vinculación del mismo para que dé cuenta de los trámites que al respecto ha realizado. 
En vista de lo dicho, cabe señalar que de llegarse a revocar en esta instancia la decisión de la A-quo, emitiendo órdenes que deban ser cumplidas por parte de dicha Junta Regional de Calificación, sin tener certeza de las diligencias llevadas a cabo por la misma para este preciso caso, y sin permitírsele controvertir los dichos planteados por el accionante, se incurriría en una vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa, por cuanto no se integró en debida forma a la litis. 

De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 

“Por ello, si el juez constitucional advierte que no se ha integrado en debida forma el contradictorio por parte pasiva, será él quien asuma esa carga procesal, y en consecuencia, vinculará oficiosamente las partes e intervinientes al trámite de dicha acción de tutela que deban ser vinculados a dicho trámite, para lo cual podrá valerse de los elementos de juicio que obren en el expediente de tutela. De no ser posible la integración del contradictorio por pasiva en los términos ya anotados, proseguir con el trámite de la acción de tutela no tendría sentido, pues aún cuando se pudo haber verificado la vulneración de algún derecho fundamental, no se podría impartir protección alguna por cuanto no se pudo establecer quien estaba llamado a responder.
 
En consecuencia, de no integrarse en debida forma el contradictorio, ya sea por parte del mismo accionante o subsidiariamente por el juez constitucional, ello acarreará inexorablemente la nulidad de lo actuado, salvo que el afectado la subsane en forma expresa o tácitamente con su actuación consecuente.
 
4. Para evitar que situaciones como las anteriores se presentasen, los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991 establecen que terceros con interés legítimo en el asunto, puedan intervenir en calidad de coadyuvantes del actor o de la persona o autoridad pública contra quien va dirigida la tutela, ordenando por demás, que el juez les notifique las providencias que se emitan en el trámite de este proceso constitucional. De esta manera, es claro que el tercero con interés legítimo en una tutela podrá intervenir no sólo en procura de protección constitucional, sino que también deberá ser cobijado por los actos de comunicación procesal, en tanto que por esta vía se asegura el pleno ejercicio del derecho de defensa y al debido proceso.
 
5. Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.
 
6. Cuando se presenta la situación anteriormente descrita, se configura una causal de nulidad de lo actuado, con la consecuente necesidad de reiniciar toda la actuación, previa integración del contradictorio por parte del juez, para notificar la actuación a todas las partes, así como a los terceros con interés legítimo en el proceso. Ciertamente, de esta manera se asegura el pleno ejercicio de derecho de defensa por cuenta de todos los intervinientes en el proceso, asegurándose así la posibilidad de proferir una sentencia de fondo con plena capacidad para proteger los derechos fundamentales invocados por el accionante como violados.” 

Con base en lo que viene de decirse, es evidente que en el presente asunto se hace necesario enderezar la actuación de la Juez de primer grado; para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 13 de septiembre del año avante, por cuanto, como ya se dijo, se requiere la vinculación al presente asunto a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda para que se pronuncie frente a los hechos planteados en la demanda, y al Abogado Luis Carlos Castro Torres, ya que, como se dijo anteriormente, están directamente relacionadas con lo pretendido por el accionante.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,

RESUELVE

PRIMERO: DECRETAR la nulidad del fallo de primera instancia proferido dentro del presente asunto por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira el 13 de septiembre de 2016, ya que se hace necesario vincular al presente asunto la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda y al Abogado Luis Carlos Castro Torres. Lo anterior sin perjuicio de la validez las pruebas ya allegadas al proceso. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remitan el expediente al Juzgado de origen para que allí se rehaga la actuación conforme a lo aquí dispuesto.

TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Corte Constitucional, Auto-115 del 2008, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.  





Página 11 de 11

